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COMENTARIO A LA STC 00031-2008-PI, 
DE 19 DE ENERO DE 2009

HOMOLOGACIÓN DE LOS SUELDOS 
DE LOS PROFESORES DE 
UNIVERSIDADES PÚBLICAS.

por vlAdImIr Aráoz tArco
Especialista Jurisdiccional del Tribunal Constitucional

 1. Materias constitucionalmente relevantes examinadas 
  por el Tribunal Constitucional

Al respecto, el Tribunal Constitucional consideró que son 3 las materias 
constitucionales relevantes que deben ser desarrolladas:

a) Establecer si la Ley N.º 29223 (Ley que precisa la aplicación de la Ley 
N.º 29137, Ley que aprueba los términos de continuación del programa 
de homologación de los docentes de las universidades públicas) resulta 
inconstitucional por violar el principio de irretroactividad de las leyes 
prevista en el artículo 103º de la Constitución.

b) Determinar si el Parlamento violó el artículo 79º de la Constitución, que 
determina que los representantes ante el Congreso no tienen iniciativa 
para crear ni aumentar gastos públicos, salvo en lo que se refiere a su 
presupuesto, al expedir la Ley Nº 29223, en la medida que tendría inci-
dencia en el gasto público.

c) Asimismo, en el caso que el Parlamento no haya generado gasto pú-
blico al emitir la Ley N.º 29223, establecer si el Parlamento violó los 
principios constitucionales que orientan la actividad presupuestaria del 
Estado, entre ellos, los principios de equilibrio financiero y de progra-
mación presupuestaria.
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 2. Contexto histórico-político de la Sentencia 

Mediante Ley N.º 29223, de fecha 6 de mayo de 2008, impugnada en el 
proceso constitucional, se precisa que los términos de continuación del Progra-
ma de Homologación de los Docentes de las Universidades Públicas, aprobado 
por Ley N.º 29137, garantizan la continuación de dicho Programa a partir del 
mes de junio del año 2007, de conformidad con la Décimo Tercera Disposición 
Final de la Ley N.º 29035, Ley que autoriza el Crédito Suplementario en el 
Presupuesto del Sector Público para el año Fiscal 2007 y la Ley 29070 que fija 
el porcentaje complementario para aplicar dicha Disposición Final; y, además, 
autoriza al Ministerio de Economía y Finanzas a disponer el pago del incremen-
to por el periodo comprendido entre el 1 de junio y el 27 de noviembre de 2007, 
conforme a los montos establecidos en el anexo de la Ley N.º 29137.

Al respecto, para tener una idea más clara del proceso de homologación de 
sueldos de los profesores de las universidades públicas, es necesario enfocar el 
problema en su contexto, es decir, en conjunto, dentro del marco del Programa 
de de Homologación de sueldos de los Profesores Universitarios, que por man-
dato del artículo 53 de la Ley Universitaria (Ley N.º 23733), se inicia luego de 
más 20 años de su vigencia, con la emisión de los Decretos de Urgencia N.ºos. 
033-2005 y 002-2006, publicados el 22 de diciembre de 2005 y el 21 de enero 
de 2006, respectivamente. 

Decretos de Urgencia que fueron impugnados, así como el Proceso de Ho-
mologación en su conjunto y que fueron resueltos mediante STC N.º 023-2007-
PI/TC. En esta sentencia si bien se manifestó que dichos decretos incurrían en 
inconstitucionalidad por la forma, tras ponderar los bienes constitucionales, se 
concluyó que esta medida sería más perjudicial para los profesores universita-
rios, razón por la que fueron declarados constitucionales, así como se precisó 
que el Programa de Homologación en general es compatible con la Constitu-
ción, haciendo realidad el cumplimiento tan postergado del artículo 53 de la 
Ley Universitaria. Precisándose que el proceso de homologación en etapas y de 
manera gradual no es incompatible con el propósito del artículo 53 de la Ley 
Universitaria y que además éste artículo forma parte del bloque de constitucio-
nalidad ya que prevé un estatus remunerativo a los docentes universitarios que 
garantiza la investigación y el desarrollo cultural del país, recordándose además 
que el proceso de homologación no puede ser entendido como una nueva forma 
de prolongar las demandas de los docentes universitarios, recayendo en el Poder 
Ejecutivo la obligación de dar cumplimiento a la citada ley.

Consecuentemente, es en base a este marco general del Proceso de Homolo-
gación de los Profesores de las Universidades Públicas, que se realiza el control 
de constitucionalidad de la Ley 29223, a fin de determinar si la citada norma 
impugnada viola el principio de irretroactividad de la ley, la prohibición a los 
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miembros del Parlamento de crear gasto público y si además con la emisión de 
esta Ley se vulnera la actividad presupuestaria del Estado. 

 3. Análisis

3.1. Respecto a la supuesta violación del  principio de irretroactividad de 
la ley, el Tribunal Constitucional para resolver la controversia ubica la norma 
enjuiciada en el contexto general del Programa de Homologación y las distintas 
disposiciones legales que se dictaron en el proceso. Así, la Ley 29223, impug-
nada en este proceso se halla directamente relacionada con la Ley 29137, y a 
la vez ambas leyes forman parte de una cadena legislativa de normas que tiene 
por objeto concretar lo dispuesto en el artículo 53 de la Ley Universitaria. Por 
lo que la norma impugnada viene a garantizar la continuación del Programa 
de Homologación que muy anteriormente se había iniciado, permitiendo que 
no haya un vacío entre el 1 de junio y el 27 de noviembre de 2007, invocando 
incluso la Décimo Tercera Disposición Final de la Ley 29035, que autoriza el 
Crédito Suplementario en el Presupuesto del Sector Público para el Año Fiscal 
2007.

3.2. Respecto a la supuesta violación del artículo 79 de la Constitución, que 
señala que los representantes ante el Congreso no tienen iniciativa para crear ni 
aumentar gastos públicos, salvo en lo que se refiere a su presupuesto, de manera 
similar al punto anterior, se reconstruyó el historial legislativo del Proceso de 
Homologación, es decir, se ubicó el contexto en el que la norma impugnada fue 
emitida, ya que incluso la norma presupuestaria que otorga cobertura a la ho-
mologación durante el periodo fiscal 2007, viene contenida en la Ley 28929. En 
tal sentido, los gastos irrogados por concepto de homologación ya habían sido 
considerados en una ley anterior, estableciéndose mediante la Ley impugnada, 
solamente la fecha de inicio y término para el pago por concepto de homolo-
gación de profesores universitarios para el periodo fiscal 2007; por lo que se 
determinó que el Parlamento no actuó al margen de sus competencias.

3.3. Respecto a los principios presupuestales de programación y equilibrio 
financiero, se precisó que la norma impugnada no tiene contenido presupuesta-
rio, toda vez que no se trata de un nuevo presupuesto o de algo totalmente dife-
rente a lo ya previamente establecido en las leyes presupuestales; por lo que la 
norma impugnada, al no tratarse de una ley de carácter presupuestal, no estaba 
sujeta a los principios constitucionales que rigen las normas presupuestarias.

Finalmente, en el presente caso el artículo 53 de la Ley Universitaria, vigen-
te desde diciembre de 1983, suspendida en su vigencia desde el año 1995 hasta 
la dación de la Ley 27366, del 5 de noviembre de 2000, fecha en que recobró 
vigencia; no obstante el tiempo transcurrido no ha sido cumplida, generando 
con ello una grave afectación de los derechos de los profesores universitarios. 



JURISPRUDENCIA CONSTITUCIONAL

256

Por lo que, se consideró necesario enfatizar la necesidad de unir esfuerzos a 
fin de que las autoridades del Estado asuman con seriedad y responsabilidad el 
cumplimiento de obligaciones y pautas básicas que exige un Estado Constitu-
cional de Derecho, que se verían seriamente mellados si las propias autoridades 
y funcionarios incumplen las normas básicas que regulan el sistema de normas, 
desde la Constitución hasta las decisiones jurisdiccionales que toman los jueces; 
incumplimiento que se puede verificar en la propia interposición de la presente 
demanda de inconstitucionalidad, ya que es obvia la intención del Poder Ejecu-
tivo, cual es intentar impedir o retardar el Proceso de Homologación que incluso 
fuera convalidado por el Tribunal Constitucional en la sentencia 0023-2007-PI/
TC, razón por el que se exhortó al Poder Ejecutivo a través de la Presidencia del 
Consejo de Ministros asumir sus responsabilidades constitucionales.  


